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RESTRICCIÓN DE SALIR DEL PAÍS AL DEUDOR ALIMENTARIO DE UN MENOR DE EDAD. ES 
PROPORCIONAL, SIEMPRE QUE MEDIE UNA DEBIDA VALORACIÓN JUDICIAL DEL CASO CONCRETO 
(INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 48, FRACCIÓN VI, DE LA LEY DE MIGRACIÓN). 
 
Hechos: En un juicio de alimentos se impuso como medida cautelar al deudor alimentario de un 
menor de edad la restricción de salir del territorio nacional. En contra de esta determinación, el 
deudor promovió demanda de amparo indirecto, el cual le fue concedido para que el juzgador de 
origen fundara y motivara debidamente su resolución y sobreseyó en el juicio por el artículo 
reclamado; en la revisión interpuesta contra la sentencia de amparo se revocó la sentencia y ordenó 
reponer el procedimiento. En cumplimiento a la revisión, el Juez de Distrito instructor repuso el 
procedimiento y dictó sentencia en la que sobreseyó en el juicio de amparo por algunos actos, negó 
el amparo respecto del artículo 48, fracción VI, de la Ley de Migración y otorgó el amparo por el 
auto en el cual le fue impuesta la medida cautelar. Inconformes con la anterior resolución, las partes 
interpusieron recursos de revisión, de los cuales el Tribunal Colegiado de Circuito se declaró 
incompetente para conocer sobre el tema de constitucionalidad y remitió a la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación para pronunciarse al respecto. 

 
 

TESIS RELEVANTES DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN,  

PUBLICADAS EN EL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN  

DEL 26 DE NOVIEMBRE AL 10 DE DICIEMBRE DE 2021 

 

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFHome/Index.html


2 
 

 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación establece que, 
atendiendo a una interpretación conforme, la restricción temporal de salir del país, dispuesta en el 
artículo 48, fracción VI, de la Ley de Migración, frente al derecho de alimentos de un menor de edad, 
cumple con los requisitos de legalidad, finalidad, idoneidad, necesidad y proporcionalidad, y para su 
valoración debe mediar una debida fundamentación y motivación judicial que tome en cuenta los 
derechos en juego, las circunstancias particulares y las medidas idóneas en el asunto concreto para 
el cumplimiento de la obligación de pagar alimentos, y en el caso de imponerse la limitación, 
establecer una temporalidad proporcional para su debida revisión. 
 
Justificación: Primeramente, se reconoce que los alimentos, como garantía de un nivel de vida 
adecuado, constituyen un derecho para los menores de edad, una responsabilidad prioritaria y 
obligación para sus progenitores y un deber a garantizar su actualización por parte del Estado. Por 
otro lado, el derecho de salir del país es parte del derecho de circulación y de residencia como 
derecho humano protegido por el parámetro de regularidad constitucional. Sin embargo, como todo 
derecho, puede estar sujeto a restricciones permisibles, de conformidad con los requisitos 
convencionales y constitucionales. Así, el artículo 48 de la Ley de Migración reitera el derecho a salir 
libremente del país, en congruencia con el artículo 11 constitucional, además, éste también 
establece que el derecho de entrar y salir del país está subordinado a las facultades de las 
autoridades judiciales, en los casos de responsabilidad criminal o civil y a las autoridades 
administrativas en relación con las limitaciones que impongan las leyes sobre migración; esto es, 
para el ejercicio de tal derecho existen excepciones que son aplicables al deudor alimentario. En lo 
pertinente, la fracción VI del artículo 48 citado que establece la excepción de salida del país 
libremente, es aplicable al deudor alimentario cuando éste deja de cumplir con sus obligaciones 
alimentarias por un periodo mayor a sesenta días; es decir, más de dos meses, aproximadamente. 
Ahora bien, dicha restricción se actualiza o no previa solicitud de la autoridad judicial competente, 
sin perjuicio de otras excepciones legales. Así, dicha restricción no se debe aplicar en automático, 
sino mediante una valoración judicial, la cual tiene como objetivo la aplicación de la norma, 
mediante la cual el juzgador determina con base en los diversos elementos si se actualiza el supuesto 
normativo, evalúa los derechos en juego para arribar a una decisión razonable, a través de una 
decisión fundada y motivada. Adicionalmente, las restricciones a la libertad de circulación deben ser 
revisadas periódicamente para que no se prolongue la medida de manera injustificada. Esto es, que 
por ejemplo en el caso de que se haya impuesto la restricción y ésta sea cumplimentada o carezca 
de sentido en las circunstancias del caso, la misma deba ser levantada con celeridad y de manera 
efectiva. En atención a lo anterior, la restricción en estudio de salida del país para deudores 
alimentarios cumple con los requisitos de: i) Legalidad, al estar prevista en la Ley de Migración y es 
un punto acorde al parámetro de constitucionalidad; ii) Finalidad, ya que está enfocada en hacer 
cumplir la pensión alimenticia, en el caso del menor de edad, en tutela del interés superior, 
mediante la restricción en comento hasta en tanto se cubra el adeudo, lo que resulta una finalidad 
constitucionalmente válida; iii) Idoneidad, siendo que la referida medida funge, por un lado, como 
una limitación e incentivo para el cumplimiento de ésta, así como una medida cautelar para su mejor 
exigibilidad en la vía interna; iv) Necesidad, ya que se reconoce que para dar cumplimento al pago 
de alimentos, pueden existir diversas modalidades para garantizarla, pero no necesariamente son 
medidas de carácter inmediato que garanticen de manera expedita la liquidación de la pensión 
adeudada, sino requiere de un procedimiento que puede demorar dependiendo de las necesidades 
básicas del acreedor alimentario, por lo que tales medidas no son excluyentes entre sí, sino en su 
caso, pueden ser medidas complementarias para hacer cumplir una obligación esencial como es la 
pensión alimenticia a menores de edad; v) Proporcionalidad frente a los alimentos del menor de 
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edad, pues se estima que la medida impugnada es razonable para restringir temporalmente el 
derecho de libertad de tránsito, pero en su dimensión exclusiva de salir del país, ya que frente a ello 
impera el principio constitucional del interés superior de la niñez, particularmente respecto del 
derecho de alimentos en su dimensión del derecho a la vida digna, por lo que el derecho a la libre 
circulación se garantiza en sus otras dimensiones como lo es el trasladarse libremente en el 
territorio nacional y establecer su residencia en el lugar de su preferencia dentro de éste, por lo que 
se considera que el grado de protección de este derecho puede graduarse dependiendo su 
dimensión, como sería en el caso, el salir del país. Esta particular dimensión puede considerarse, por 
lo general, más eventual y menos esencial que las otras dimensiones que contempla el derecho de 
circulación y residencia en el territorio nacional como derecho fundamental. En consecuencia, se 
estima que es proporcional a la restricción dispuesta por la norma, siempre y cuando se interprete 
en el sentido de que debe mediar una debida valoración judicial del caso concreto, de conformidad 
con el parámetro expuesto. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 24/2021. 1 de septiembre de 2021. Mayoría de cuatro votos de las Ministras 
Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
formuló voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Jorge Francisco 
Calderón Gamboa. 
 
Tesis de jurisprudencia 51/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de diecisiete de noviembre de dos mil veintiuno. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 26 de noviembre de 2021 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de 
noviembre de 2021, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2023876  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 26 de noviembre de 2021 10:37 h  

Materia(s): (Civil)  

Tesis: 1a./J. 48/2021 (11a.)  
 
PRESCRIPCIÓN. PARA SU ACTUALIZACIÓN NO DEBE COMPUTARSE EL TIEMPO QUE MEDIÓ EN LA 
TRAMITACIÓN DE UN JUICIO QUE CONCLUYÓ CON LA IMPROCEDENCIA DE LA VÍA Y DEJÓ A SALVO 
LOS DERECHOS DE LA PARTE ACTORA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MORELOS). 
 
Hechos: Una persona moral demandó en la vía ordinaria mercantil el pago de honorarios por la 
prestación de servicios médicos, en la que obtuvo una sentencia favorable, la cual fue revocada en 



4 
 

apelación, pues de oficio se advirtió la improcedencia de la vía, dejando a salvo los derechos de la 
actora para que los hiciera valer en la vía y forma que corresponda. Posteriormente, la persona 
moral intentó el cobro de dichos honorarios en un juicio civil en la vía sumaria; sin embargo, el 
juzgador consideró que se actualizó la prescripción en términos del artículo 1246, fracción I, del 
Código Civil para el Estado de Morelos, decisión que fue confirmada por el tribunal de apelación. En 
contra de esta resolución se promovió amparo directo. 
 
Criterio jurídico: En el cómputo del plazo de prescripción que se realice sobre el ejercicio de una 
segunda acción no debe computarse el tiempo que duró la tramitación y resolución de un primer 
juicio que concluyó con una declaratoria de improcedencia de la vía y la respectiva salvaguarda de 
los derechos de la parte actora para que los deduzca en la vía y forma que corresponda, pues esta 
determinación no se equipara a una desestimación de la primera demanda. 
 
Justificación: La decisión de un órgano jurisdiccional en el sentido de dejar a salvo los derechos de 
la parte actora, por resultar improcedente la vía en que intentó, no debe ser considerado un simple 
postulado abstracto, sino que debe ser real y materialmente posible, lo que resulta acorde con el 
derecho a la tutela judicial efectiva previsto en el artículo 17 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; por tanto, el entendimiento y aplicación del artículo 1251, fracción II, 
del Código Civil para el Estado de Morelos, en cuanto dispone que la desestimación de la demanda 
no interrumpe el plazo de prescripción, no pueden abstraerse del reconocimiento judicial efectuado 
en tal sentido. En cambio, la interpretación de dicho artículo a la luz del derecho a la tutela judicial 
efectiva, de la manera que mayor protección brinde a las personas y con un enfoque que privilegie 
la solución del conflicto sobre los formalismos procedimentales, impide considerar que la 
declaratoria de improcedencia de la vía de un primer juicio sea equiparable a una desestimación de 
la demanda y que, por tanto, no es apta para interrumpir la prescripción. Lo anterior, en el 
entendido de que esta interpretación sólo puede operar en aquellos casos en los que la causa por 
la que se perdió la posibilidad de acudir a la vía derive de cuestiones imputables a la parte actora. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo 25/2020. Administración de Servicios Médicos Rodaro, S.A. de C.V. 13 de octubre 
de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los 
Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Juan Jaime 
González Varas y Paúl Francisco González de la Torre. 
 
Tesis de jurisprudencia 48/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de diecisiete de noviembre de dos mil veintiuno. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 26 de noviembre de 2021 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de 
noviembre de 2021, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2023872  
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Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 26 de noviembre de 2021 10:37 h  

Materia(s): (Civil, Constitucional)  

Tesis: 1a./J. 50/2021 (11a.)  
 
LIBERTAD DE SALIR DEL PAÍS. FORMA PARTE DE LOS DERECHOS DE LIBERTAD DE TRÁNSITO Y DE 
CIRCULACIÓN Y DE RESIDENCIA, COMO DERECHO HUMANO PROTEGIDO POR LOS ARTÍCULOS 11 
DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL, 22, NUMERAL 2, DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE 
DERECHOS HUMANOS Y 12, NUMERAL 2, DEL PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y 
POLÍTICOS, Y PUEDE ESTAR SUJETO A RESTRICCIONES PERMISIBLES Y PROPORCIONALES. 
 
Hechos: En un juicio de alimentos se impuso como medida cautelar al deudor alimentario de un 
menor de edad la restricción de salir del territorio nacional. En contra de esta determinación, el 
deudor promovió demanda de amparo indirecto, el cual le fue concedido para que el juzgador de 
origen fundara y motivara debidamente su resolución y sobreseyó en el juicio por el artículo 
reclamado; en la revisión interpuesta contra la sentencia de amparo se revocó la sentencia y ordenó 
reponer el procedimiento. En cumplimiento a la revisión, el Juez de Distrito instructor repuso el 
procedimiento y dictó sentencia en la que sobreseyó en el juicio de amparo por algunos actos, negó 
el amparo respecto del artículo 48, fracción VI, de la Ley de Migración y otorgó el amparo por el 
auto en el cual le fue impuesta la medida cautelar. Inconformes con la anterior resolución, las partes 
interpusieron recursos de revisión, de los cuales el Tribunal Colegiado de Circuito se declaró 
incompetente para conocer sobre el tema de constitucionalidad y remitió a la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación para pronunciarse al respecto. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación establece que, de 
conformidad con el parámetro de regularidad constitucional del derecho a la libertad de tránsito, la 
libertad de salir del país forma parte del derecho de circulación y de residencia y se trata de un 
derecho humano protegido en los artículos 11 de la Constitución General, 22, numeral 2, de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos y 12, numeral 2, del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, así como de conformidad con lo dispuesto por la jurisprudencia de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos y la Observación General No. 27 del Comité de 
Derechos Humanos de la ONU. Sin embargo, como todo derecho, puede estar sujeto a restricciones 
permisibles, de conformidad con los requisitos constitucionales y convencionales. 
 
Justificación: La libertad de circulación o de tránsito es una condición indispensable para el libre 
desarrollo de la persona, la cual cuenta con al menos cuatro dimensiones: i) la libertad de circulación 
en el territorio nacional; ii) la libertad de escoger residencia; iii) la libertad de salir de cualquier país, 
incluso el propio; y, iv) el derecho a entrar en su propio país. También está relacionada con otros 
derechos diversos consagrados en la Constitución General. Así, el artículo 11 de la Constitución 
General reconoce que todo individuo cuenta con el derecho de tránsito para poder entrar o salir del 
país, viajar por su territorio y mudar su residencia, sin necesidad de carta de seguridad, pasaporte, 
salvoconducto u otros requisitos semejantes. Tal derecho está subordinado a las facultades de las 
autoridades judiciales, en los casos de responsabilidad criminal o civil, así como de la autoridad 
administrativa, por lo que toca a las limitaciones que impongan las leyes sobre migración y 
salubridad general de la República o sobre extranjeros perniciosos residentes en el país. Por su 
parte, el artículo 22, numeral 2, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH) 
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reconoce el derecho de circulación y residencia, y dispone que: "Toda persona tiene derecho a salir 
libremente de cualquier país, inclusive del propio", y su numeral 3, dispone que: "El ejercicio de los 
derechos anteriores no puede ser restringido sino en virtud de una ley, en la medida indispensable 
en una sociedad democrática, para prevenir infracciones penales o para proteger la seguridad 
nacional, la seguridad o el orden públicos, la moral o la salud públicas o los derechos y libertades de 
los demás". En similar sentido, el Comité de Derechos Humanos de la ONU (Comité de la ONU) en 
su Observación General No. 27 sobre la libertad de circulación, en relación con el artículo 12 del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP), que cuenta con términos muy parecidos 
al de la CADH, ha sostenido que: "La libertad de salir del territorio de un Estado no puede hacerse 
depender de ningún fin concreto o del plazo que el individuo decida permanecer fuera del país". 
Así, este derecho incluye la garantía de emigrar permanentemente a otro país, así como de viajar al 
exterior temporalmente. Asimismo, dicho Comité señaló que el párrafo 3 del artículo 12 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos prevé circunstancias excepcionales en que los derechos 
que confieren los párrafos 1 y 2 pueden restringirse. La disposición autoriza al Estado a restringir 
esos derechos sólo para proteger la seguridad nacional, el orden público, la salud o la moral públicas 
y los derechos y libertades de terceros. Para ser permisibles, las restricciones deben ser previstas 
por la ley, deben ser necesarias en una sociedad democrática para proteger los fines mencionados 
y deben ser compatibles con todos los demás derechos reconocidos en el Pacto. La aplicación de las 
restricciones permisibles en virtud del párrafo 3 del artículo 12 debe ser compatible con otros 
derechos consagrados en el Pacto y con los principios fundamentales de igualdad y no 
discriminación. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 24/2021. 1 de septiembre de 2021. Mayoría de cuatro votos de las Ministras 
Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
formuló voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Jorge Francisco 
Calderón Gamboa. 
 
Tesis de jurisprudencia 50/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de diecisiete de noviembre de dos mil veintiuno. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 26 de noviembre de 2021 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de 
noviembre de 2021, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2023853  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 26 de noviembre de 2021 10:37 h  

Materia(s): (Penal)  
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Tesis: 1a./J. 47/2021 (11a.)  
 
DELITOS DE COMISIÓN POR OMISIÓN. SU REPROCHE PENAL NO DERIVA DE LA REALIZACIÓN DE 
UNA ACCIÓN QUE PONGA EN MARCHA UNA CADENA CAUSAL DIRIGIDA A LA PRODUCCIÓN DE 
LOS RESULTADOS MATERIALES PROHIBIDOS POR LA LEY, SINO DE LA INOBSERVANCIA DE UN 
DEBER ESPECÍFICO DE ACTUAR, A FIN DE IMPEDIR TALES CONSECUENCIAS. 
 
Hechos: Con motivo de un incendio que se propagó rápidamente a una guardería perteneciente al 
esquema vecinal comunitario del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), perdieron la vida 
cuarenta y nueve menores de edad y resultaron lesionadas al menos cuarenta y tres personas más, 
en su mayoría niñas y niños. En la sentencia combatida se consideró que esos resultados típicos –
homicidios y lesiones– eran penalmente atribuibles a quienes no los evitaron debiendo hacerlo, lo 
cual, en lenguaje técnico jurídico, se conoce como "comisión por omisión". En el caso, el inconforme 
sostuvo que, como secretario del Consejo de Administración de la mencionada guardería, no tenía 
ese deber de evitación. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que sí 
correspondía al quejoso la obligación de evitar los resultados típicos de homicidio y lesiones, al ser 
quien, con otra persona, llevó a cabo las gestiones necesarias para que, en su momento, la guardería 
fuera autorizada para brindar de manera subrogada el referido servicio. Ese actuar precedente puso 
en evidencia tanto el conocimiento que tuvo de los requisitos exigidos para prestar de manera 
segura los mencionados cuidados infantiles, así como su conocimiento de las condiciones reales del 
inmueble propuesto para ello, el cual tenía serias deficiencias; así, el reproche penal en los delitos 
de comisión por omisión no deriva de la realización de una acción que ponga en marcha una cadena 
causal dirigida a la producción de los resultados materiales prohibidos por la ley, sino de la 
inobservancia de un deber específico de actuar, a fin de impedir tales consecuencias. 
 
Justificación: La atribución normativa de esa clase de resultados típicos a quien no los causó 
materialmente, sólo resulta válida si en el proceso penal correspondiente se acredita que el 
imputado era garante de los bienes jurídicos afectados y que, conociendo la situación de riesgo en 
que se encontraban las víctimas, incumplió injustificadamente su deber de salvaguarda. En la 
comisión por omisión el reproche penal no deriva de la realización de una acción que ponga en 
marcha una cadena causal dirigida a la producción de los resultados materiales prohibidos por la 
ley, sino de la inobservancia de un deber específico de actuar, encaminado a impedir esas 
consecuencias. Dicho deber lo tienen quienes conforme al orden jurídico son garantes de los bienes 
jurídicos tutelados, ya sea por disposición legal, en virtud de un contrato o con motivo de un actuar 
precedente. La posición o calidad de garante está constituida, esencialmente, por un llamamiento 
imperativo, de carácter selectivo, por el cual alguien queda jurídicamente obligado a prevenir un 
riesgo mediante una prestación activa. Se trata de un vínculo normativo que convierte a la persona 
en protectora de bienes jurídicos, al grado de atribuirle su lesión ante el incumplimiento 
injustificado de su deber de salvaguarda. Por tanto, la responsabilidad penal en estos casos sólo 
resulta válida si en el proceso penal se acredita que el imputado era garante de los bienes jurídicos 
afectados y que, conociendo la situación de riesgo, incumplió injustificadamente su deber de 
salvaguarda. En ese sentido, llevar a cabo las gestiones necesarias para que una persona moral sea 
autorizada para brindar de manera subrogada cuidados infantiles a sabiendas de las condiciones 
inseguras del inmueble propuesto para ello, genera en el indicado gestor la mencionada calidad de 
garante. 
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PRIMERA SALA 
 
Amparo directo 19/2019. 26 de mayo de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña 
Hernández, quien formuló voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
formuló voto concurrente. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Jorge Vázquez 
Aguilera. 
 
Tesis de jurisprudencia 47/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de diecisiete de noviembre de dos mil veintiuno. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 26 de noviembre de 2021 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de 
noviembre de 2021, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2023852  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 26 de noviembre de 2021 10:37 h  

Materia(s): (Penal)  

Tesis: 1a./J. 45/2021 (11a.)  
 
DELITOS DE COMISIÓN POR OMISIÓN. EL DEBER DE VIGILAR DETERMINADAS FUENTES DE 
PELIGRO NO DERIVA DE UNA SIMPLE RELACIÓN JERÁRQUICA O DEL LUGAR QUE EL IMPUTADO 
OCUPE EN UN ORGANIGRAMA O ESCALAFÓN, SINO DE SU POSICIÓN DE GARANTE, DERIVADA DE 
LA LEY, DE UN CONTRATO O DE SU PROPIO ACTUAR PRECEDENTE. 
 
Hechos: Con motivo de un incendio que se propagó rápidamente a una guardería perteneciente al 
esquema vecinal comunitario del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), perdieron la vida 
cuarenta y nueve menores de edad y resultaron lesionadas al menos cuarenta y tres personas más, 
en su mayoría niñas y niños. En la sentencia combatida se consideró que esos resultados típicos eran 
penalmente atribuibles a quienes no los evitaron, lo cual, en lenguaje técnico jurídico, se conoce 
como "comisión por omisión". Al respecto, el quejoso adujo haber sido condenado simplemente por 
haber formado parte de la estructura orgánica de la mencionada persona moral, sin que fuera su 
representante legal o tuviera entre sus funciones, como secretario del Consejo de Administración, 
la de verificar el cumplimiento de las medidas de seguridad exigidas. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la 
atribución normativa de esos resultados típicos resulta válida cuando durante el proceso penal se 
acredita que, con independencia del nombramiento que el justiciable hubiera tenido, fue quien llevó 
a cabo las gestiones necesarias para que la persona moral obtuviera la autorización para brindar el 
referido servicio. Esto pone en evidencia tanto su conocimiento de los requisitos exigidos para la 



9 
 

obtención de esa autorización, como el de las condiciones del inmueble propuesto para atender a 
los menores. Dicho actuar precedente lo colocó en posición de garante y, por consecuencia, adquirió 
la obligación de verificar que las citadas instalaciones cumplieran los estándares de seguridad 
exigidos. De ahí que no se vulnerara en su perjuicio el principio de culpabilidad, pues la decisión 
adoptada se sustentó en la propia conducta negligente del inconforme. 
 
Justificación: En la comisión por omisión el reproche penal no deriva de la realización de una acción 
que ponga en marcha una cadena causal dirigida a la producción de los resultados materiales 
prohibidos por la ley, sino en la inobservancia de un deber específico de actuar, tendente a impedir 
esas consecuencias. Dicho deber únicamente lo tienen quienes conforme al orden jurídico son 
garantes de los bienes jurídicos tutelados. De acuerdo con lo previsto en el párrafo segundo del 
artículo 7o. del Código Penal Federal, esa función de protección puede derivar de la ley, de un 
contrato o del propio actuar precedente. En ese sentido, la responsabilidad penal sólo resultará 
válida si en el proceso penal se acredita que el sentenciado se encontraba en posición de garante 
de los bienes jurídicos afectados y que, conociendo la situación de riesgo, incumplió 
injustificadamente su deber de salvaguarda. De ahí que sea infundado sostener que la condena 
derive de una simple relación jerárquica o del lugar que formalmente el imputado ocupe en un 
organigrama o escalafón. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo 19/2019. 26 de mayo de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña 
Hernández, quien formuló voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
formuló voto concurrente. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Jorge Vázquez 
Aguilera. 
 
Tesis de jurisprudencia 45/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de diecisiete de noviembre de dos mil veintiuno.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 26 de noviembre de 2021 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de 
noviembre de 2021, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2023841  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 26 de noviembre de 2021 10:37 h  

Materia(s): (Penal, Constitucional)  

Tesis: 1a./J. 46/2021 (11a.)  
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CONCURSO IDEAL DE DELITOS. LA INAPLICACIÓN DE LA REGLA PREVISTA EXPRESAMENTE POR EL 
LEGISLADOR PARA SANCIONARLO Y CONFIGURAR JUDICIALMENTE OTRA DISTINTA, VULNERA LOS 
PRINCIPIOS DE LEGALIDAD Y DE DIVISIÓN DE PODERES, YA QUE EL JUZGADOR ÚNICAMENTE 
PUEDE IMPONER LA PENA PREVISTA EXPRESAMENTE POR LA LEY, DEBIENDO HACERLO EN LOS 
TÉRMINOS CONTEMPLADOS POR EL PROPIO LEGISLADOR. 
 
Hechos: Con motivo de un incendio que se propagó rápidamente a una guardería perteneciente al 
esquema vecinal comunitario del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), perdieron la vida 
cuarenta y nueve menores de edad y resultaron lesionadas al menos cuarenta y tres personas más, 
en su mayoría niñas y niños. En la sentencia combatida se consideró que esos resultados típicos 
integraron un concurso ideal de delitos. Al ejercer un control de convencionalidad ex officio, el 
Tribunal de Alzada convalidó la decisión de inaplicar la regla sancionatoria prevista en el primer 
párrafo del artículo 64 del Código Penal Federal vigente al momento de los hechos y, en su lugar, 
sumar todas las penas de los injustos cometidos. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la 
inaplicación de la regla prevista expresamente por el legislador para sancionar un concurso ideal de 
delitos y configurar judicialmente otra regla sancionatoria, no sólo vulnera el principio de legalidad 
reconocido en el párrafo tercero del artículo 14 de la Constitución General, sino también el de 
división de poderes, establecido en el artículo 49 de ese mismo ordenamiento. 
 
Justificación: El principio de legalidad, de reconocimiento internacional, representa uno de los más 
importantes límites al ius puniendi en un Estado constitucional de derecho. Su observancia exige 
que tanto el delito como la pena deban estar establecidos en una disposición normativa formal y 
materialmente legislativa, previa, escrita, cierta y estricta, excluyéndose de ese modo la aplicación 
retroactiva en perjuicio, la costumbre como fuente del derecho punitivo, las cláusulas genéricas y la 
extensión analógica o por mayoría de razón in malam partem. Estas exigencias tienen como 
propósito fundamental evitar la arbitrariedad en la creación y aplicación de la ley penal. En ese 
sentido, por más que una conducta resulte nociva para la sociedad y revele la necesidad de ser 
penada, el Estado sólo podrá tomarla como razón para la aplicación de sanciones jurídico-penales 
si con anterioridad advirtió de manera expresa a las personas tal circunstancia a través de una ley 
formal y material, especificando sus posibles consecuencias. Derivado de lo expuesto, el juzgador 
únicamente puede imponer las penas expresamente previstas por la ley, debiendo hacerlo en los 
términos en que fueron contempladas por el legislador. En caso contrario, la autoridad judicial 
asumiría una función que no le corresponde, invadiendo indebidamente la esfera competencial del 
Poder Legislativo. Por ello, la creación judicial de un marco normativo no previsto por la ley viola 
también la división de poderes. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo 19/2019. 26 de mayo de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña 
Hernández, quien formuló voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
formuló voto concurrente. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Jorge Vázquez 
Aguilera. 
 
Tesis de jurisprudencia 46/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de diecisiete de noviembre de dos mil veintiuno 
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Esta tesis se publicó el viernes 26 de noviembre de 2021 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de 
noviembre de 2021, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2023835  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 26 de noviembre de 2021 10:37 h  

Materia(s): (Civil, Constitucional)  

Tesis: 1a./J. 49/2021 (11a.)  
 
ALIMENTOS A MENORES DE EDAD. TIENEN UNA TRIPLE DIMENSIÓN, YA QUE CONSTITUYEN UN 
DERECHO A SU FAVOR, UNA RESPONSABILIDAD Y OBLIGACIÓN PARA SUS PROGENITORES Y UN 
DEBER DE GARANTIZAR SU CUMPLIMIENTO POR PARTE DEL ESTADO. 
 
Hechos: En un juicio de alimentos se impuso como medida cautelar al deudor alimentario de un 
menor de edad la restricción de salir del territorio nacional. En contra de esta determinación, el 
deudor promovió demanda de amparo indirecto, el cual le fue concedido para que el juzgador de 
origen fundara y motivara debidamente su resolución y sobreseyó en el juicio por el artículo 
reclamado; en la revisión interpuesta contra la sentencia de amparo se revocó la sentencia y ordenó 
reponer el procedimiento. En cumplimiento a la revisión, el Juez de Distrito instructor repuso el 
procedimiento y dictó sentencia en la que sobreseyó en el juicio de amparo por algunos actos, negó 
el amparo respecto del artículo 48, fracción VI, de la Ley de Migración y otorgó el amparo por el 
auto en el cual le fue impuesta la medida cautelar. Inconformes con la anterior resolución, las partes 
interpusieron recursos de revisión, de los cuales el Tribunal Colegiado de Circuito se declaró 
incompetente para conocer sobre el tema de constitucionalidad y remitió a la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación para pronunciarse al respecto. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación establece que los 
alimentos, como garantía de un nivel de vida adecuado, tienen una triple dimensión, ya que 
constituyen: i) un derecho para los niños, niñas y adolescentes menores de edad; ii) una 
responsabilidad prioritaria y obligación para sus progenitores; y, iii) un deber a garantizar su 
cumplimiento por parte del Estado. 
 
Justificación: La obligación de los padres de proporcionar alimentos a sus hijos e hijas y el correlativo 
derecho de éstos a percibirlos es una expresión de solidaridad que deriva de diversos derechos y 
principios constitucionales orientados a la protección y tutela integral de los niños, niñas y 
adolescentes. Entre otros principios constitucionales que se encuentran inmersos en esta figura se 
encuentran: la prevención y conservación de la integridad física y moral de los hijos e hijas; el 
derecho de los niños y niñas a acceder a un nivel de vida digna y adecuada; el respeto a su interés 
superior y la necesidad de brindarles medidas especiales de protección. Esto último conlleva además 
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la obligación constitucional de todas las autoridades del Estado de adoptar en el ámbito de sus 
competencias todas aquellas medidas que resulten idóneas y necesarias para garantizar que los 
niños, niñas y adolescentes vean satisfechas sus necesidades de manera integral, completa y 
adecuada. Dicho mandato, leído bajo la óptica del interés superior del menor de edad y el deber de 
protección integral de la infancia, autoriza la adopción de medidas reforzadas de tutela que atiendan 
a la situación de vulnerabilidad en la que éstos se encuentran. Así, la Primera Sala ha reconocido 
que en las controversias en materia de alimentos es admisible una litis abierta, donde el juzgador 
tiene facultades oficiosas tanto en el procedimiento para ordenar el desahogo de pruebas y 
diligencias, como para resolver incluso sobre cuestiones no pedidas, caracteres que, sin duda, 
refuerzan la naturaleza de orden público de dicha institución. Bajo ese contexto, la Convención 
sobre los Derechos del Niño en su artículo 27, prevé el derecho de los menores de edad a un nivel 
de vida adecuado para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social; asimismo que las 
personas encargadas del niño o niña son responsables de proporcionar, dentro de sus posibilidades 
económicas, las condiciones de vida necesarias para su desarrollo. Asimismo, que los Estados Partes 
adopten las medidas apropiadas para ayudar a los padres u otras personas responsables del niño o 
niña a dar efectividad y de ser necesario proporcionaran asistencia material y programas de apoyo 
respecto a la nutrición, el vestido y la vivienda; así como a tomar todas las medidas para asegurar el 
pago de la pensión alimenticia por parte de los padres u otras personas que tengan la 
responsabilidad financiera por el niño o la niña, tanto si viven en el Estado Parte como si viven en el 
extranjero. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 24/2021. 1 de septiembre de 2021. Mayoría de cuatro votos de las Ministras 
Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
formuló voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Jorge Francisco 
Calderón Gamboa. 
 
Tesis de jurisprudencia 49/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de diecisiete de noviembre de dos mil veintiuno. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 26 de noviembre de 2021 a las 10:37 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de 
noviembre de 2021, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 
 
 

DICIEMBRE 
 
 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2023915  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
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Publicación: viernes 03 de diciembre de 2021 10:15 h  

Materia(s): (Penal)  

Tesis: 1a./J. 25/2021 (11a.)  
 
QUERELLA EN EL SISTEMA PROCESAL PENAL ACUSATORIO. LA LEGITIMACIÓN DEL 
REPRESENTANTE LEGAL DE LA PERSONA MORAL OFENDIDA QUE LA FORMULÓ ANTE EL 
MINISTERIO PÚBLICO EN LA ETAPA DE INVESTIGACIÓN NO ES SUSCEPTIBLE DE ANALIZARSE EN LA 
ETAPA DE JUICIO ORAL. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron criterios distintos al 
estudiar si podía analizarse en la etapa del juicio oral la legitimación del representante legal de una 
persona moral para formular la querella ante el Ministerio Público en el sistema procesal penal 
acusatorio. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que, en 
virtud de la naturaleza del sistema procesal penal acusatorio, la legitimación del representante legal 
de la persona moral ofendida para presentar querella no es susceptible de análisis en la etapa del 
juicio oral, al corresponder a un requisito que debe acreditarse en la etapa de investigación y ser 
impugnado en ésta o excepcionalmente en la etapa intermedia y no en la del juicio oral. 
 
Justificación: La querella es un requisito de procedibilidad, a saber, una actuación de carácter 
procesal cuyo cumplimiento es necesario para el ejercicio válido de la acción penal. En ese sentido, 
el Código Nacional de Procedimientos Penales conceptualiza a la querella como una forma de inicio 
de la etapa de investigación en el artículo 211 y es un acto procesal cuyo control primario se realiza 
en la etapa de investigación por el Ministerio Público y el Juez de Control. Así, la audiencia de juicio 
oral implica un debate sobre la demostración o no de la acusación de la Fiscalía (delito y 
responsabilidad del imputado) y no sobre las razones por las cuales se abrió una carpeta de 
investigación en la etapa de investigación inicial, cuestión que ha quedado firme al haber acontecido 
y poder sido discutida en dicha etapa. Por ende, el juicio oral no es la etapa procesal oportuna para 
analizar la querella como requisito de procedibilidad en el sistema procesal penal acusatorio, en 
tanto tal requisito fue acreditado y pudo ser discutido en la etapa de investigación y 
excepcionalmente en la etapa intermedia. Sin embargo, el hecho de que la querella no requiera ser 
demostrada en la etapa del juicio oral ni su actualización pueda ser frontal objeto de debate, no 
impide que si derivado del debate contradictorio sobre el delito y la responsabilidad, 
extraordinariamente los órganos de prueba revelasen elementos supervenientes que desvirtúen la 
actualización de dicho presupuesto procesal, ello podría ser objeto de análisis. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 134/2021. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado en Materias Penal 
y Administrativa del Vigésimo Segundo Circuito y el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Penal del 
Primer Circuito. 29 de septiembre de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña 
Hernández, quien votó con el sentido, pero apartándose del párrafo 60, y Ana Margarita Ríos Farjat, 
quien votó con el sentido, pero con matices en los párrafos 38, 49, 56 y 58, y los Ministros Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: Mauro Arturo Rivera León. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
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El emitido por el Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo Segundo 
Circuito, al resolver el amparo directo 160/2020, en el que consideró que la querella era un requisito 
propio de la etapa inicial, por lo que debía haber sido impugnada en ésta y no podía volver a 
discutirse en la etapa de juicio oral. En consecuencia, no podía analizarse en amparo directo si se 
acreditó en la etapa del juicio oral la representación de la persona moral que presentó querella ante 
el Ministerio Público bajo el criterio de cierre de etapas procesales. Afirmó que, en atención a la 
jurisprudencia 1a./J. 74/2018 (10a.), de la Primera Sala, el estudio en amparo directo no podía 
comprender las violaciones que el quejoso considerara cometidas en etapas anteriores a la 
audiencia de juicio oral, como lo es la etapa de investigación; y, 
 
El sustentado por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver el 
amparo directo 12/2020, el cual dio origen a la tesis aislada I.9o.P280 P (10a.), de título y subtítulo: 
"QUERELLA. PARA SATISFACER ESTE REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD EN LA ETAPA DE JUICIO DEL 
SISTEMA PENAL ACUSATORIO, LA LEGITIMACIÓN DEL REPRESENTANTE LEGAL DE LA PERSONA 
MORAL OFENDIDA PARA FORMULARLA, DEBE DEMOSTRARSE DURANTE EL DESAHOGO DE LA 
AUDIENCIA RESPECTIVA MEDIANTE LA INCORPORACIÓN AL JUICIO DEL PODER NOTARIAL 
CORRESPONDIENTE."; publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 4 de 
diciembre de 2020 a las 10:16 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 81, Tomo II, diciembre de 2020, página 1701, con número de registro digital: 2022525. 
 
Tesis de jurisprudencia 25/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veinte de octubre de dos mil veintiuno.  
 
Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 74/2018 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 7 de diciembre de 2020 a las 10:19 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 61, Tomo I, diciembre de 2018, página 
175, con número de registro digital: 2018868. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 03 de diciembre de 2021 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 06 de diciembre 
de 2021, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2023910  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 03 de diciembre de 2021 10:15 h  

Materia(s): (Civil)  

Tesis: 1a./J. 28/2021 (10a.)  
 
PENSIÓN COMPENSATORIA. NO PROCEDE EN EL JUICIO DE ALIMENTOS ENTRE CÓNYUGES SI, 
DURANTE SU SUSTANCIACIÓN, SE DISUELVE EL VÍNCULO MATRIMONIAL EN UN JUICIO DIVERSO. 
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Hechos: Los Tribunales Colegiados contendientes sostuvieron posturas contrarias en relación con la 
procedencia de una pensión compensatoria en una acción de alimentos entre cónyuges, cuando 
durante la sustanciación del juicio, se disuelve el vínculo matrimonial en un juicio diverso. Un 
tribunal consideró que la pensión compensatoria sólo podía ser materia de análisis en el juicio donde 
se solicitó el divorcio, mas no en aquel donde se solicitaron alimentos, en virtud de que se trata de 
figuras jurídicas distintas. El otro tribunal determinó que la autoridad jurisdiccional debía analizar 
de oficio la procedencia de la fijación de una pensión compensatoria, al no ser una prestación ajena 
a los alimentos, pues lo que se busca es cubrir necesidades básicas de la persona acreedora. 
 
Criterio jurídico: Cuando se promueve una acción de alimentos entre cónyuges y, durante su 
sustanciación se disuelve el vínculo matrimonial en un juicio diverso, no es procedente fijar una 
pensión compensatoria en la acción de alimentos, sino que deberá instarse otro juicio en el que se 
planteen las nuevas consideraciones fácticas y jurídicas. Lo anterior dada la distinta naturaleza y 
origen entre la pensión alimenticia y la pensión compensatoria. 
 
Justificación: En un juicio de alimentos entre cónyuges no es procedente otorgar una pensión 
compensatoria en virtud de que las obligaciones derivadas de ambas figuras jurídicas responden a 
presupuestos y fundamentos distintos, pues mientras una surge como parte de la relación 
matrimonial, la otra deriva de la disolución del vínculo matrimonial, lo que conlleva que incluso 
deban probarse cuestiones muy distintas en cada supuesto. En efecto, la pensión alimenticia surge 
como parte de los deberes de solidaridad y asistencia mutuos originados en las relaciones de 
matrimonio, mientras que la pensión compensatoria encuentra su razón de ser en un deber tanto 
asistencial como resarcitorio derivado del desequilibrio económico que suele presentarse entre los 
cónyuges al momento de disolverse el vínculo matrimonial. Así, esta última pensión tiene como 
objetivo compensar al cónyuge que durante el matrimonio se vio en imposibilidad para hacerse de 
una independencia económica, dotándole de un ingreso suficiente hasta en tanto esta persona se 
encuentre en posibilidades de proporcionarse a sí misma los medios necesarios para su subsistencia. 
Por lo tanto, la pensión compensatoria es una obligación nueva y distinta a la pensión alimenticia 
entre cónyuges que amerita dilucidarse en otro juicio, pues para acreditar su procedencia se 
requieren probar distintas cuestiones. En la pensión alimenticia se debe probar, por regla general: 
(i) el estado de necesidad de la persona acreedora alimentaria; (ii) un determinado vínculo familiar 
entre la persona acreedora y la deudora, en este caso, el vínculo matrimonial; y (iii) la capacidad 
económica de la persona obligada a prestarlos. Por su parte, en la pensión compensatoria se debe 
acreditar que quien la solicita se dedicó preponderantemente a las labores del hogar y al cuidado 
de la familia, cuestión que incidió en su capacidad para allegarse de los medios económicos que le 
permitan subsistir. En consecuencia, si cuando se inició el juicio de alimentos estaba vigente el 
matrimonio y durante su sustanciación se decreta el divorcio en un juicio diverso, se considera que 
ya no existiría materia para determinar la acción de alimentos, pues desaparece la obligación de los 
cónyuges de proporcionarlos en tanto que esta obligación tiene como presupuesto la existencia del 
vínculo matrimonial. En ese sentido, no es dable declarar procedente una pensión compensatoria, 
pues implicaría asumir la continuación de una obligación jurídica entre cónyuges que ha dejado de 
existir con la disolución del matrimonio. Inclusive, podría tener un impacto en el derecho de defensa 
de las partes, a quienes se les impediría aportar el material probatorio para que la pensión 
alimenticia compensatoria resulte apegada a derecho. Por lo anterior, debe considerarse que la 
pensión compensatoria es una obligación nueva y distinta a la originada en el matrimonio, por lo 
que ésta debe dilucidarse, por regla general, en el procedimiento que dio lugar al divorcio, o bien, 
en un juicio autónomo. 
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PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 530/2019. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Séptimo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de 
la Segunda Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla. 25 de noviembre de 2020. 
Mayoría de tres votos de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat y los Ministros Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó 
su derecho para formular voto particular y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su 
derecho para formular voto particular. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria: Irlanda 
Denisse Ávalos Núñez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, al resolver el 
amparo directo 209/2019, en el que sostuvo que es jurídicamente improcedente decretar la pensión 
compensatoria tramitada durante la existencia del vínculo matrimonial, si durante el juicio natural 
se declaró la disolución de ésta; aunque sí es posible accionarla en ulterior juicio, por las 
especificidades que deben acreditarse en el juicio, y 
 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda 
Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, en apoyo del Primer Tribunal Colegiado del 
Vigésimo Noveno Circuito, al resolver el amparo directo 712/2018 (cuaderno auxiliar 623/2018), el 
cual dio origen a la tesis (II Región)2o.1 C (10a.), de título y subtítulo "PENSIÓN COMPENSATORIA. 
EN EL JUICIO DE ALIMENTOS PROMOVIDO POR LA CÓNYUGE, EL JUZGADOR DEBE ANALIZAR, DE 
OFICIO, SU PROCEDENCIA."; publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 62, Tomo IV, enero de 2019, página 2565, con número de registro digital: 2018960. 
 
Tesis de jurisprudencia 28/2021 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de diecisiete de noviembre de dos mil veintiuno. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 03 de diciembre de 2021 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 06 de diciembre 
de 2021, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2023897  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 03 de diciembre de 2021 10:15 h  

Materia(s): (Penal)  

Tesis: 1a./J. 27/2021 (11a.)  
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DELINCUENCIA ORGANIZADA. LA LEGALIDAD DE LA DETENCIÓN EN FLAGRANCIA DEPENDE DE 
QUE EN ESE INSTANTE O EN EL MOMENTO INMEDIATO ANTERIOR SUS INTEGRANTES EJECUTEN O 
HAYAN EJECUTADO ACTOS VINCULADOS CON ESE DELITO. 
 
Hechos: Los órganos contendientes arribaron a conclusiones distintas sobre el mismo problema 
jurídico. Por un lado, un Pleno de Circuito determinó que la cualidad permanente del delito de 
delincuencia organizada permite que la detención en flagrancia de sus miembros se realice en 
cualquier tiempo, sin necesidad de que la persona integrante de esa agrupación cometa en ese 
instante algún acto relacionado con dicho ilícito. Por su parte, un Tribunal Colegiado de otro Circuito 
concluyó que para considerar legal la detención en flagrancia era necesario que en ese momento la 
persona estuviera ejecutando materialmente algún acto relacionado con la delincuencia organizada. 
 
Criterio jurídico: Para considerar legal la detención en flagrancia de algún integrante de la 
delincuencia organizada es necesario que al instante de la privación de su libertad o justo en el 
momento anterior esté cometiendo o haya cometido algún acto relacionado con ese delito para 
considerar que se actualiza el contenido del artículo 16, párrafo quinto, de la Constitución Política 
del país. 
 
Justificación: La naturaleza del delito de delincuencia organizada es de carácter permanente o 
continuo, es decir, que produce sus efectos en el tiempo. Sin embargo, el párrafo quinto del artículo 
16 constitucional dispone que para justificar una detención en flagrancia la persona debe ser 
detenida al momento de cometer el delito o inmediatamente después de cometerlo. Por lo tanto, 
para detener en flagrancia a un integrante de la delincuencia organizada es necesario que la 
autoridad se percate en ese instante de que la persona está ejecutando o acaba de ejecutar actos 
que permitan relacionarla directamente con esa organización criminal. La complejidad de las 
organizaciones delictivas o el hecho de que la intervención de algunos de sus miembros no se 
materialice en el mundo exterior –de manera que muchas veces no sea apreciable sensorialmente 
aunque la pertenencia volitiva de los sujetos subsista–, no permite suplir los requisitos 
constitucionales para que una detención en flagrancia pueda considerarse legal. De no cumplirse 
con las exigencias señaladas se generaría una privación de la libertad personal en cualquier 
momento, a elección de la policía, y con el propósito de investigar, lo que es contrario a las reglas 
que establece la Constitución Política del país. Esto, debido a que lo que tutela una detención 
apegada al marco jurídico es el derecho fundamental a la libertad de una persona imputada y el 
respeto al debido proceso legal que debe primar en todos los casos frente a la premura de asegurar 
a una persona imputada. Por ello, el régimen constitucional de detenciones establece de forma 
clara, específica, rígida y diferenciada las hipótesis en que la autoridad puede detener válidamente 
a una persona y mantener vigente la protección de sus derechos humanos. En ese sentido, si no se 
acredita la flagrancia no significa que el delito quede impune, pues si tampoco se demuestra el caso 
urgente, la autoridad ministerial deberá realizar una indagación formal que permita la detención de 
los integrantes de un grupo criminal a través de un diverso mecanismo constitucional autorizado 
judicialmente como lo es la orden de aprehensión. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 51/2021. Entre las sustentadas por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Primer Circuito y el Pleno en Materia Penal del Segundo Circuito. 1 de septiembre de 2021. 
Mayoría de cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, 
y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: 
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Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Ana 
Margarita Ríos Farjat. Secretario: Saúl Armando Patiño Lara. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver el amparo 
directo 130/2019, en el que consideró que para que se actualice la figura de la flagrancia se debe 
sorprender a la persona en el acto mismo de encontrarse organizando, o participando en un hecho 
que constituye la comisión flagrante de un delito. Esto es, para el delito de delincuencia organizada, 
mientras no se esté llevando a cabo alguna conducta que implique la actualización del verbo rector 
del tipo penal "organizarse", ya que la "pertenencia" del sujeto al grupo delictivo se actualiza con 
un acto instantáneo y personal a partir del cual el agente del delito se integra a dicha agrupación; o 
se denote cualquier otra acción delictiva que resultara evidente e inconfundible a partir de la cual 
se hiciera obvia su pertenencia a un grupo delictivo, si esos factores no se actualizan no existe 
flagrancia para detener a un integrante de la delincuencia organizada; y, 
 
El sustentado por el Pleno en Materia Penal del Segundo Circuito, al resolver la contradicción de 
tesis 1/2019, la cual dio origen a la tesis jurisprudencial PC.II.P. J/9 P (10a.), de título y subtítulo: 
"DELINCUENCIA ORGANIZADA. CUANDO EXISTAN DATOS OBJETIVOS Y COMPROBABLES, QUE 
PERMITAN ESTABLECER, RAZONABLEMENTE, QUE UNA PERSONA FORMA PARTE DE UNA 
ORGANIZACIÓN DELICTIVA DETERMINADA, SU DETENCIÓN SE ACTUALIZA EN FLAGRANCIA, EN 
ATENCIÓN A LA NATURALEZA DEL DELITO.", publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Undécima Época, Libro 2, junio de 2021, Tomo IV, página 4049, con número de registro 
digital: 2023201. 
 
Tesis de jurisprudencia 27/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintisiete de octubre de dos mil veintiuno.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 03 de diciembre de 2021 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 06 de diciembre 
de 2021, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2023890  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 03 de diciembre de 2021 10:15 h  

Materia(s): (Civil)  

Tesis: 1a./J. 29/2021 (10a.)  
 
ACTA DE NACIMIENTO. PROCEDE LA RECTIFICACIÓN DE LA FECHA ASENTADA PARA ADECUARLA 
A LA REALIDAD SOCIAL (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE SINALOA). 
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Hechos: Los Tribunales Colegiados contendientes sostuvieron criterios distintos respecto a la 
interpretación taxativa o conforme de la fracción III del artículo 1193 del Código Familiar del Estado 
de Sinaloa, que prevé la posibilidad de modificar la fecha de natalicio contenida en el acta de 
nacimiento, siempre que la pretendida sea anterior a la fecha de registro. Uno consideró que en la 
aplicación del principio pro persona, y de acuerdo con el derecho a la identidad, era procedente 
cambiar la fecha de nacimiento del acta, a pesar de que ésta fuera posterior a la de registro. En 
cambio, los otros dos órganos jurisdiccionales concluyeron que esa porción normativa sólo permite 
modificar la fecha del acta de nacimiento cuando la que se vaya a establecer sea anterior a la del 
registro del acta existente. 
 
Criterio jurídico: La fracción II del artículo 1193 del Código Familiar del Estado de Sinaloa debe 
interpretarse en relación con lo dispuesto en la fracción III del mismo precepto, a fin de ser acorde 
con el derecho fundamental a la identidad personal y al principio pro persona. En ese sentido, es 
viable admitir que la variación de la fecha de nacimiento también procede cuando sea posterior a 
la establecida en el registro, siempre que se acredite fehacientemente, por cualquier medio 
probatorio, que exista desacuerdo con la realidad social, pues la persona siempre se ha conducido 
de esta manera; es decir, por un periodo de tiempo prudente y significativo, de forma continua, 
ininterrumpida y permanente, a tal grado que logró anclar su identidad con esa fecha de nacimiento 
y que su entorno social así la identifica. 
 
Justificación: El artículo 4o., párrafo octavo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos reconoce el derecho a la identidad de las personas y establece la obligación de las 
autoridades de garantizarlo. En ese sentido, si ante la sociedad una persona se ha identificado 
constantemente en sus actos privados y públicos con una fecha de nacimiento, entonces ello forma 
parte de su biografía, de su "verdad personal", pues la identidad se construye durante toda la vida 
del ser humano, comprendiendo elementos y aspectos que van más allá de la "verdad biológica". 
Estos elementos deben reflejarse en el acta de nacimiento, pues se trata de un documento a través 
del cual una persona se identifica e individualiza dentro de la sociedad. Así, debe tomarse en cuenta 
que la Oficina del Registro Civil tiene como finalidad última la de dotar de certeza y seguridad jurídica 
de la realidad humana y no constituir un obstáculo al pleno ejercicio de este derecho, de modo que, 
los formalismos y requisitos legales no deben llegar al extremo de hacerlo nugatorio. De esta forma, 
la fracción III del artículo 1193 del Código Familiar del Estado de Sinaloa debe ser interpretada de 
manera conforme con el derecho a la identidad previsto en el artículo 4o. constitucional, en un 
sentido amplio y no taxativo. Es decir, se debe admitir la posibilidad jurídica de modificar la fecha 
de natalicio, contenida en el acta de nacimiento, aunque ésta sea posterior a la fecha de registro, 
tal como ocurre con la fracción II de ese mismo precepto que reconoce la posibilidad de modificar 
el nombre de la persona conforme a su realidad social. Lo anterior, siempre y cuando no se observe 
la existencia de algún indicio de mala fe para querer utilizar ese cambio para crear, modificar o 
extinguir derechos u obligaciones en perjuicio de terceras personas. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 337/2018. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Décimo Segundo Circuito, el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta 
Región, con residencia en Xalapa, Veracruz y el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro 
Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa. 20 de enero de 2021. Cinco votos 
de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
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Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretario: José Manuel Del Río 
Serrano. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Segundo Circuito, al resolver los 
amparos directos 11/2017 y 983/2017, en los que consideró que el artículo 1193, fracción III, del 
Código Familiar del Estado de Sinaloa no se debía interpretar de manera restringida, en el sentido 
de que la modificación del acta de nacimiento, en cuanto a la fecha de nacimiento, sólo fuera 
procedente siempre y cuando la que vaya a establecerse sea anterior a la del registro, así como que 
ello tuviera que demostrarse necesariamente con elementos de prueba coetáneos a dicho evento, 
que permitieran desvirtuar la fecha en que dio fe el funcionario del Registro Civil, y 
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, 
con residencia en Xalapa Veracruz, al resolver el amparo directo 84/2018 (cuaderno auxiliar 
545/2018), dictado en apoyo del Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Segundo Circuito y 
por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia 
en Culiacán, Sinaloa, al resolver el amparo directo 373/2015 (cuaderno auxiliar 832/2015), dictado 
también en apoyo del Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Segundo Circuito, en los que 
se interpretó el artículo 1193, fracción III, del Código Familiar del Estado de Sinaloa, en el sentido de 
que la única posibilidad de enmienda se da cuando la fecha de nacimiento es anterior a la del 
registro, ello al margen de que el peticionario haya usado constantemente una fecha de nacimiento 
distinta. 
 
Nota: De la sentencia que recayó al amparo directo 11/2017 resuelto por el Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Décimo Segundo Circuito, derivó la tesis aislada XII.C.16 C (10a.), de título y 
subtítulo: "ACTA DE NACIMIENTO. PROCEDE SU MODIFICACIÓN, CONFORME A UNA 
INTERPRETACIÓN PRO PERSONA DE LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 1193 DEL CÓDIGO FAMILIAR DEL 
ESTADO DE SINALOA, RESPECTO DE LOS DATOS ASENTADOS EN ELLA, CUANDO SE TRATE DE 
ADECUAR SU CONTENIDO A LA REALIDAD SOCIAL.", publicada en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 47, Tomo IV, octubre de 2017, página 2398, con número de 
registro digital: 2015333. 
 
Tesis de jurisprudencia 29/2021 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de diecisiete de noviembre de dos mil veintiuno. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 03 de diciembre de 2021 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 06 de diciembre 
de 2021, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2023946  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
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Publicación: viernes 10 de diciembre de 2021 10:22 h  

Materia(s): (Civil, Constitucional)  

Tesis: 1a. LII/2021 (11a.)  
 
GUARDA Y CUSTODIA. SU DETERMINACIÓN DEBE REALIZARSE CON PERSPECTIVA DE GÉNERO, A 
FIN DE ELIMINAR ESTEREOTIPOS O PREJUICIOS SOBRE LA FORMA EN LA QUE DEBE EJERCERSE LA 
MATERNIDAD CUANDO LA MUJER SE DESARROLLA CON UN ALTO PUESTO EN EL ÁMBITO 
PÚBLICO. 
 
Hechos: El actor demandó a la madre de su hija menor de edad la guarda y custodia de ésta. Las 
autoridades jurisdiccionales de primera y segunda instancias resolvieron a favor del actor, con 
sustento, principalmente, en que la madre ejercía labores jurisdiccionales, mientras que él 
desempeñaba labores administrativas, ambos dentro de un órgano jurisdiccional. Por lo tanto, 
concluyeron que la madre no era apta para el cuidado de la niña por tener una actividad profesional 
que le demandaba tiempo y esfuerzo, pues ello le impediría atender a su hija de manera directa y 
personal. La demandada impugnó dichas consideraciones en el juicio de amparo por considerarlas 
violatorias de su derecho a la igualdad y no discriminación en el marco de las relaciones familiares. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que las 
autoridades jurisdiccionales están obligadas a descartar cualquier estereotipo de género en la toma 
de decisiones sobre la guarda y custodia de niñas, niños y adolescentes y, en particular, aquellos 
que tiendan a considerar la falta de aptitud de la madre para cuidar de su hija o hijo bajo el 
argumento de que ejerce un trabajo en el ámbito público que demanda tiempo, responsabilidad y 
esfuerzo. 
 
Justificación: En los casos en que se dirime la guarda y custodia de un niño, niña o adolescente, 
resulta de suma importancia que el análisis de las características y posibilidades de las y los 
progenitores se realice a partir de una perspectiva de género, a fin de atender a parámetros o 
consideraciones libres de prejuicios y estereotipos sobre la forma en la que debe ejercerse la 
maternidad o paternidad. Lo anterior es relevante, pues en general se ha asociado histórica y 
culturalmente a las mujeres las labores de cuidado absoluto. En ese sentido, cuando las mujeres se 
desarrollan en el ámbito laboral público pueden operar prejuicios negativos en su contra, tales como 
la falta de aptitud para ejercer adecuadamente su maternidad, lo que puede derivar en la pérdida 
de la guarda y custodia de sus hijos o hijas, como una forma de "castigo" por no cumplir su rol de 
madre-cuidadora de manera directa, como si fuera la depositaria única de la obligación de crianza 
y del hogar y como si no fuera viable tener una red de apoyo para el cuidado. Por lo tanto, las 
autoridades jurisdiccionales no sólo deben basar su análisis en la cantidad de tiempo que puedan 
pasar las y los progenitores con sus hijos e hijas, sino sobre todo en ponderar otras cuestiones, tales 
como los arreglos de cuidado que existan y las redes de apoyo con las que cuenten para tal efecto. 
A la luz de la perspectiva de género, estos arreglos de cuidado, lejos de configurar un factor en 
contra o que actualice un perjuicio respecto al ejercicio de la maternidad por parte de una madre 
trabajadora, son indispensables para garantizar y promover la participación de las mujeres en el 
ámbito público y el mercado laboral en condiciones de igualdad. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 6942/2019. 13 de enero de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma 
Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Ana Margarita 
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Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto concurrente en el que se separa de las 
consideraciones contendidas en la presente tesis, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente. Ponente: Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. 
Secretaria: Irlanda Denisse Ávalos Núñez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de diciembre de 2021 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2023935  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 10 de diciembre de 2021 10:22 h  

Materia(s): (Constitucional, Civil)  

Tesis: 1a./J. 58/2021 (11a.)  
 
CONVENIO DE DIVORCIO. SON INCONSTITUCIONALES LAS CLÁUSULAS CONTRACTUALES QUE 
REPRODUCEN RELACIONES DE PODER ENTRE GÉNEROS. 
 
Hechos: Con motivo del divorcio de un hombre y una mujer, éstos celebraron un convenio por virtud 
del cual el hombre donó a sus hijos la propiedad de un bien inmueble y, sobre éste, constituyó un 
derecho de usufructo en favor de su exconsorte mujer, cuya existencia sujetó al cumplimiento de 
las condiciones resolutorias siguientes: a) que ella se mantuviera soltera; b) que no recibiera visitas 
masculinas en el inmueble; c) que no contrajera matrimonio; y, d) que habitara el inmueble 
exclusivamente en compañía de sus hijos. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que son 
inconstitucionales las cláusulas contractuales del convenio de divorcio que reproducen relaciones 
de poder intergenéricas, pues son contrarias a los artículos 1o. y 4o. de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos; 15, numeral 3, de la Convención sobre la Eliminación de todas las 
Formas de Discriminación contra la Mujer; y, 1 y 5 de la Convención Interamericana para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer (Convención de Belém Do Pará). 
 
Justificación: Lo anterior, toda vez que se establecen relaciones asimétricas entre mujeres y 
hombres, asegurando el monopolio de poder de dominio del género masculino, provocando que el 
temor o miedo de las mujeres, respecto de los hombres, se constituya en una pauta de 
comportamiento; fomentándose así roles de género que no tienen justificación constitucional, al 
vincular a las mujeres con un rol de sumisión que les atribuye un papel de género que, 
automáticamente, las coloca en una posición de subordinación y vulnerabilidad. 
 
PRIMERA SALA 
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Amparo directo 9/2021. 29 de septiembre de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña 
Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá quien 
formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Secretarios: Pablo Francisco Muñoz Díaz y Fernando Sosa Pastrana. 
 
Tesis de jurisprudencia 58/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de uno de diciembre de dos mil veintiuno.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de diciembre de 2021 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de diciembre 
de 2021, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2023934  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 10 de diciembre de 2021 10:22 h  

Materia(s): (Constitucional, Civil)  

Tesis: 1a./J. 57/2021 (11a.)  
 
CONVENIO DE DIVORCIO. SON INCONSTITUCIONALES LAS CLÁUSULAS CONTRACTUALES QUE 
FOMENTAN EL SISTEMA PATRIARCAL, ES DECIR, LA DESIGUALDAD ESTRUCTURAL ENTRE MUJERES 
Y HOMBRES. 
 
Hechos: Con motivo del divorcio de un hombre y una mujer, éstos celebraron un convenio por virtud 
del cual el hombre donó a sus hijos la propiedad de un bien inmueble y, sobre éste, constituyó un 
derecho de usufructo en favor de su exconsorte mujer, cuya existencia sujetó al cumplimiento de 
las condiciones resolutorias siguientes: a) que ella se mantuviera soltera; b) que no recibiera visitas 
masculinas en el inmueble; c) que no contrajera matrimonio; y, d) que habitara el inmueble 
exclusivamente en compañía de sus hijos. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que son 
inconstitucionales las cláusulas contractuales del convenio de divorcio que fomentan la distinción 
entre mujeres y hombres, en función de las normas sociales y culturales sobre lo que cada uno de 
los sexos debe o no de hacer, y lo que socialmente se espera de ellas y de ellos, toda vez que violan 
los derechos a la intimidad, el libre desarrollo de la personalidad y el derecho a vivir una vida libre 
de violencia de las mujeres, cuyo fundamento se encuentra en los artículos 1o. y 4o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 11, numeral 2, de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos; en relación con el artículo 15, numeral 3, de la Convención sobre la 
Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer; y, 1 y 5 de la Convención 
Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer (Convención de 
Belém Do Pará). 
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Justificación: Dichas cláusulas promueven un régimen de opresión en perjuicio de las mujeres, como 
resultado de seguir costumbres, hábitos y normas sociales, culturales y morales que no son 
cuestionadas y que afectan sus derechos. Así, aun cuando los contratos se celebran con fundamento 
en la autonomía de la voluntad de las partes, incluso los particulares se encuentran obligados a 
evitar que el sistema patriarcal siga permeando en la actividad humana mediante prácticas sociales 
que replican la dinámica de dominación-subordinación (de hombres sobre mujeres), pues con ello 
se alimenta la legitimidad o "normalización" de un régimen de desigualdad estructural entre 
hombres y mujeres. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo 9/2021. 29 de septiembre de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña 
Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá quien 
formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Secretarios: Pablo Francisco Muñoz Díaz y Fernando Sosa Pastrana. 
 
Tesis de jurisprudencia 57/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de uno de diciembre de dos mil veintiuno.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de diciembre de 2021 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de diciembre 
de 2021, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2023927  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 10 de diciembre de 2021 10:22 h  

Materia(s): (Constitucional, Penal)  

Tesis: 1a./J. 52/2021 (11a.)  
 
ORDEN DE TRASLADO DE UN CENTRO PENITENCIARIO A OTRO SIN INTERVENCIÓN JUDICIAL 
PREVIA. EL ARTÍCULO 52 DE LA LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL QUE LO CONTEMPLA, NO 
VIOLA EL DERECHO A LA REINSERCIÓN SOCIAL. 
 
Hechos: La autoridad administrativa de un centro penitenciario ordenó y ejecutó el traslado de una 
persona privada de su libertad a otro diverso, actuando conforme a lo previsto en el artículo 52 de 
la Ley Nacional de Ejecución Penal; el Juez correspondiente calificó de legal dicha determinación. En 
su contra, la parte afectada promovió juicio de amparo indirecto alegando que dicho precepto 
normativo vulnera el derecho a compurgar la pena en los centros penitenciarios cercanos a su 
domicilio; el Juez de amparo estimó que la norma era constitucional. En contra de esta resolución 
se interpuso recurso de revisión. 
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Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el 
artículo 52 de la Ley Nacional de Ejecución Penal no contraviene el derecho de reinserción social de 
las personas privadas de la libertad en un centro penitenciario, contemplado en el artículo 18 
constitucional. 
 
Justificación: La excepción al traslado voluntario establecida en el artículo 52 mencionado se 
instauró en función de la necesidad preponderante de salvaguardar ciertos aspectos de interés 
superior, entendiendo éstos como la seguridad y la vida de los internos, así como la gobernabilidad 
del centro penitenciario, los cuales son esenciales para los fines de reinserción y el cumplimiento de 
las obligaciones que adquiere el Estado con las personas privadas de su libertad. En ese sentido, con 
la determinación de traslado urgente de un centro penitenciario a otro, no se viola el derecho 
consagrado en el penúltimo párrafo del artículo 18 constitucional, ya que si bien es cierto que 
respecto al lugar en que se debe ejecutar la pena de prisión, señala que, podrá ser en el centro 
penitenciario más cercano a su domicilio, con la clara finalidad de facilitar su reinserción a la 
sociedad, también lo es que el texto del citado párrafo permite advertir que el Constituyente no 
concibió tal posibilidad como un derecho automático para el sentenciado, esto es, como una opción 
siempre segura, ineludible y obligatoria para la autoridad, sino limitado o circunscrito a lo 
establecido por las normas instrumentales aplicables, especificando con claridad que esa 
disposición no aplicará en caso de delincuencia organizada y respecto de los internos que requieran 
medidas especiales de seguridad. Además, en dicho párrafo se señala que ese derecho a compurgar 
sus penas en los centros penitenciarios más cercanos a sus domicilio, será en los casos y con las 
condiciones que establezca la ley; por lo que se pone de manifiesto, por una parte, que serán los 
órganos legislativos los que han de ponderar las condiciones y circunstancias para que opere este 
supuesto y, por otra, que se trata de una limitación expresamente contemplada en la propia 
Constitución General, para los casos señalados, lo que abre la posibilidad para que la autoridad 
competente, atendiendo a las necesidades de traslado, mediante resolución debidamente fundada 
y motivada, determine el lugar en que aquél debe cumplir la pena impuesta; sin que el hecho de 
que el sentenciado no se encuentre cerca de su domicilio, signifique que no estará en un ambiente 
adecuado para su desarrollo integral que es finalmente lo que se persigue con la reinserción. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 176/2021. Sandra Viridiana Acuña Claudio. 25 de agosto de 2021. Unanimidad 
de cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: 
Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Alexandra Valois Salazar. 
 
Tesis de jurisprudencia 52/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de uno de diciembre de dos mil veintiuno. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de diciembre de 2021 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de diciembre 
de 2021, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  
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Registro: 2023926  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 10 de diciembre de 2021 10:22 h  

Materia(s): (Constitucional, Penal)  

Tesis: 1a./J. 53/2021 (11a.)  
 
ORDEN DE TRASLADO DE UN CENTRO PENITENCIARIO A OTRO SIN INTERVENCIÓN JUDICIAL 
PREVIA. EL ARTÍCULO 52 DE LA LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL QUE LO CONTEMPLA, NO 
VIOLA EL DERECHO DE AUDIENCIA. 
 
Hechos: La autoridad administrativa de un centro penitenciario ordenó y ejecutó el traslado de una 
persona privada de su libertad a otro diverso, actuando conforme a lo previsto en el artículo 52 de 
la Ley Nacional de Ejecución Penal; el Juez correspondiente calificó de legal dicha determinación. En 
su contra, la parte afectada promovió juicio de amparo indirecto alegando que dicho precepto 
normativo vulnera el derecho de audiencia, pues faculta a la autoridad penitenciaria, para que, con 
sólo una resolución administrativa, pueda ordenar y ejecutar el traslado de personas; el Juez de 
amparo estimó que la norma era constitucional. En contra de esta resolución se interpuso recurso 
de revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el 
artículo 52 de la Ley Nacional de Ejecución Penal, al prever órdenes de traslado de un centro 
penitenciario a otro, sin autorización judicial previa, no contraviene el derecho de audiencia previsto 
en el artículo 14 constitucional. 
 
Justificación: El artículo 52 mencionado establece una de las excepciones al traslado voluntario, en 
el cual no existe una autorización judicial previa para que las autoridades penitenciarias lo lleven a 
cabo. Lo anterior, obedece a la peculiaridad de los supuestos de urgencia en que procede –cuando 
se ponen en peligro bienes como la vida, la integridad, la salud, la seguridad, etcétera– ya que, 
tomando en cuenta que las personas privadas de la libertad en los centros penitenciarios, están bajo 
el cuidado del Estado, se les debe proteger respecto de conductas o situaciones que las pongan en 
peligro. Lo que no significa que la autoridad judicial esté excluida de este procedimiento, ya que 
como se consagra en el mismo precepto, es esta autoridad la que debe determinar su legalidad, 
calificando las razones que motivaron a la autoridad penitenciaria a llevarlo a cabo, esto es, 
examinando minuciosamente que el traslado atienda a las causas invocadas; y que con la medida se 
respeten los derechos humanos de las personas trasladadas (control judicial ex post). En efecto, esta 
Primera Sala ya ha determinado que la norma impugnada entraña un procedimiento, que inicia con 
la determinación de traslado por parte de la autoridad penitenciaria, –primera fase administrativa– 
y culmina cuando el Juez se pronuncie sobre la legalidad de ésta –segunda fase judicial–; en ese 
sentido, el derecho de audiencia está garantizado, con independencia de que se pueda ejercer hasta 
la segunda etapa. Además, en la propia norma se prevén dos medios de defensa legal con los que 
puede ser combatida la determinación de traslado, ya que una vez que se haga la calificación de 
legalidad y se notifique al afectado, éste tendrá la oportunidad de impugnarla mediante el recurso 
de apelación; y, en el caso de que no se hiciera la calificativa, se podrá interponer la controversia 
respectiva. En ese tenor, no es dable sostener que se viola el derecho de audiencia contemplado en 
el artículo 14 constitucional; porque éste tendrá efectos plenos al momento en que se convalide el 
traslado y, en su caso, se impugne en los términos señalados. 
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PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 176/2021. Sandra Viridiana Acuña Claudio. 25 de agosto de 2021. Unanimidad 
de cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo 
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: 
Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Alexandra Valois Salazar. 
 
Tesis de jurisprudencia 53/2021 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de uno de diciembre de dos mil veintiuno. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 10 de diciembre de 2021 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de diciembre 
de 2021, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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